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DIRECCIÓN-ADMINISTRACIÓN: 
Otile de! Carmen, núm. 29, principal. 

Teléfono núm. 2.649.

£

VENTA DE EJEMPLARES: 
Ministerio de la Qobernaclón, planta bi^a. 

Número suelto, 0,60.

G A C E T A  D E  M A D R I D
ULTIMADO Á LAS DOCE DE LA NO CH E DEL DÍA A N TERIO R, SÁBADO

S U M A R I O

Presidencia del Consejo de Ministros;
Beál decreto decidiendo á favor de la Ad- 

mínütración la competencia suscitada 
entre el Gobernador civil de Giiadalajara 
y el Jues de instrucción de Molina de 
Aragón.

Otro decidiendo á favor de la Autoridad 
judicial la competencia suscitada entre 
el Góbernador civil de Guadalajara y el 
Juez de primera instancia de la capital 
de la misma provincia.

Otro declarando ha lugar al reciirso de 
queja promovido por la Sala de Gobierno 
de la Audiencia de Valencia, con motivo 
de las multas impuestas por la Alcaldía 
de Beniganim al Juzgado municipal de 
dicha localidad.

Otro decidiendo á favor de la Administra­
ción la competencia promovida entre él 
Gobernador civil de la provincia de Ovie­
do y el Juez de primera instancia de 
Inflesto.

Otro decidiendo á favor del Ministerio de 
Fomento el confiicto surgido entre éste 
y el de Hacienda, con motivo de la excep­
ción de venta del predio denominado 
El Charcón, sito en el término de Santa 
Elena (Jaén).

Ministerio de la Guerra:
Beál decreto nombrando Ayudante de órde­

nes de S. M. el Rey (q, D. g.) al Coronel de 
Infantería D. Severiano Martínez Anido.

Ministerio de Gracia y Justicia:
Real orden disponiendo se convoque á opo­

sición para proveer tres plazas vacantes 
de Oficial de la clase de terceros del per­
sonal técnico de la Subsecretaría de este 
Ministerio, dotadas con él haber anual 
de 4.250 pesetas.

Ministerio de la Guerra:
Real orden disponiendo se devuelvan d don 

Manuel Martiáe& Boó las 1.500 pesetas

que depositó para redimirse del servicio 
militar activo.

Ministerio de Hacienda: "
Real orden dispomendo que la separación 

definitiva del Cuerpo de Aduanas de don 
Antonio Fernández Custodio, no puede 
tener otro alcance que el de prohibirle 
que siguiese prestando sus servicios como 
empleado de dicho Cuerpo especial, y no la 
de inhabilitación para otros cargos-, y que 
la declaración de sus derechos á la jubi­
lación, compete hacerla d la Dirección 
General de la Deuda y Clases Pasivas.

fflinisterio de instrucción Pública y Bellas Artes;
Real orden disponiendo que en Jo sucesivo 

no sean informadas por el Consejo de Ins­
trucción Pública las obras del Profeso­
rado oficial cuando aparezcan escritas 
en colaboración con personas extrañas al 
mismo.

Otra disponiendo se declare de mérito en la 
carrera de D. Alfonso Betortillo y Tor­
mos, Profesor numerario de la Escuela 
Normal de Maestros de Madrid, la obra 
de que es uno de los autores, tiiulada 
Panorama de la Historia.—Rudimen­
tos de Geografía y de Historia de Es­
paña.

Otra disponiendo se anuncie d concurso de 
ascenso la provisión de la plaza de Pro­
fesora numeraria de la Sección de Letras 
de la Escuela Normal Superior de Maes­
tras, de Guadalajara.

Otra disponiendo la provisión, mediante 
concurso, de la Cátedra de Termologia y 
Arquitectura legal, vacante en la Escuela 
Superior de Arquitectura, de Barcelona^

Ministerio de Fomento:
Real orden disponiendo sean repartidas en 

la forma que se indica, 12.000 cajas de 
gasolina y 43.000 metros de planchas de 
cinc con sus correspondientes soportes, 
con destino á los trabajos de extinción de 
la langosta.

Adiuinistraclén Central:
E s ta d o .— Asuntos contenciosos.— Rela­

ciones de los desaparecidos en él naufra­
gio del vapor Lima, ocurrido por enca- 
llamiento en los bajos de la isla lluam- 
blin.

G r a c i a  y  J u s t i c i a .  ~  S u b s e c re ta r ía .  — 
Resoluciones adoptadas por este Ministe­
rio en el Negociado de Títulos y Grande­
zas del mismo.

G u e r r a . — Inspección G e n e r a l  d e  la s  Co­
misiones Liquidadoras.—i?eZacíOwe6’ no­
minales de los individuos de tropa que 
pertenecieron al Ejército de Filipinas cu­
yos ajustes han sido terminados con el 
alcance que para cada uno se señala.

H a c ie n d a .—Dirección General d e  la  Deu­
da y  Clases Pasivas.— de Ja 
subasta para la adquisición y. amortiza­
ción de Deuda del Tesoro procedente, del 
Personal,

F o m e n to .—Dirección General do  Obríis 
Públicas.—Autorizando á D. Félix He­
rrero para sanear y aprovechar tina. ma-‘ 
risma en la margen izquierda de la ría dél 
Astillero y derecha de la ría del Carmon.

Disponiendo se ejecuten por el sistema da 
Administración las obras de conserva­
ción ordinaria y extraordinaria del-puer­
to de Vinaroz.

Señales marítimas.— el nrü¡jec- 
to de adquisición y montaje de un apa­
rato provisional de destellos relámpagos, 
del Upo denominado Universal, en el faro 
instalado en Tres Forcas.

Idem el presupuesto para la adquisición é 
instalación de un motor de petróleo para 
el faro eléctrico de Cabo Villano,

Idem el idem de los gastos de servicio y con-' 
servación del faro eléctrico de Cabo VF 
llano.

A n e x o  1.®— B o ls a .— I n s t i t u t o  M e t e o r o ­
ló g i c o . - O bserv a to r io  DE M a d r id .— 
O p o s ic io n e s . —  S u b a s ta s ,  —  A n u n c io s
OFICIALES.

A n exo  2.°— E dictos.— Cu a d r o s  e s t a d ís ­
tico s  DE

H a c ie n d a .  — Junta clasificadora de las 
obligaciones procedentes de ü ltram an 
Relación número 189 de créditos por Obli­
gaciones de la última guerra de Uí~ 
tramar.

An ex o  8.®— T r ib u n a l  S u p r e m o — S a l a  
DE LO Contencioso  A d m in ist r a t iv o .—  
Pliego 24.
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PA R TE OFICIAL

P R E S lE m i  DEL COISEJO DE MMSTROS

S. M. el B ey  D. Alfonso XIII (q. D. g,), 
S. M. la  R e in a  D Victoria Eugenia, y  
SS. AA. RR. el Príncipe de Asturias ó In­
fantes D. Jaime y D.® Beatriz, continúan 
sin novedad en su importante salud.

De igual beneñcio disfrutan las demás 
personas de la Augusta Real Familia.

REALES DECRETOS
En el expediente y autos de competen­

cia suscitada entro el Gobernador de Gua- 
dalajara y el Juez de instrucción de Mo­
lina de Aragón, de los cuales resulta:

Que en 13 de Enero de 1909, D. Fran­
cisco Tercero Sauz, vecino de Campillo 
de Dueñas, presentó ante el Juzgado mu­
nicipal una denuncia contra el Alcalde 
de dicha villa, D, Nicanor Malo y otros, 
exponiendo:

Que en 9 de Diciembre último los de­
nunciados le derribaron una pared que 
cercaba una finca rústica en el sitio lla­
mado El Villarejo, cuya posesión venía 
ostentando, y que linda: al Poniente, con 
otra de propiedad particular, y por los 
demás vientos, con terrenos del Estado;

Que no habiéndose practicado diligen­
cia alguna por el Juzgado municipal, 
acudió en queja el denunciante, en 30 de 
Enero siguiente, ante el Juzgado de ins­
trucción de Molina de Aragón, y man­
dado instruir por éste el oportuno suma­
rio por daños, al que se aportó la expre­
sada denuncia y el auto dictado por el 
Juzgado municipal, á virtud de recusa­
ción promovida por el denunciante, que 
justifica aquella suspensión, declaró éste 
en dicho sumario que la finca de que se 
trata se la cedió su padre hacía unos seis 
años, cuando dividió los bienes entre sus 
hijos, desde cuya fecha la viene poseyen­
do, quieta y pacíficamente, y que la pa­
red con que estaba dicha finca cercada, 
la construyó en el mes de Octubre de 1906;

Que hallándose el Juzgado instruyendo 
otras diligencias, el Gobernador, de acuer­
do con lo informado por la Comisión pro­
vincial, le requirió de inhibición, alegan­
do como hechos, cuya exactitud resulta 
comprobada en el expediente adminis­
trativo que á los antecedentes se acom­
paña;

Que denunciado D. Francisco Tercero 
á la Alcaldía como usurpador de una par­
cela de terreno perteneciente al común 
de vecinos, la cual agregó á una finca de 
su propiedad, cercándola con una pared, 
se instruyó el oportuno expediente, en el 
^que el denunciado declaró, en compare- 
ucencia ante el Alcalde, que era cierta la 
iíisurpación de terrenos, que le constaba 
pi5^rienecían al Municipio, y para cuya 
apropiación carecía de título en que apo- 
y.^rsef

Que no llegaba á un año el tiempo que 
venía utilizándolos, y que se hallaba dis­
puesto á abandonarlos si el Ayuntamien­
to se lo indicaba, ó á satisfacer su impor­
te si se lo concedían; que el Ayuntamien­
to, por acuerdo de 18 de Octubre de 1908 
concedió ¡al usurpador, para que promo­
viera el oportuno expediente, un plazo de 
veinticinco días, transcurrido el cual sin 
cumplir tal requisito, se procedería á la 
demolición de la pared, reponiendo las 
cosas á su primitivo estado, y que no ha­
biéndose promovido acción ninguna por 
el interesado, y á fin de que no tuviera 
lugar la posesión interina por parte del 
usurpador, se sometió el asunto á la Jun­
ta municipal, la cual, en sesión de 30 de 
Noviembre siguiente, dispuso que en pla­
zo de diez días se procediera al derribo 
de la pared, acuerdo ejecutado el 9 de 
Diciembre siguiente.

Se funda el requerimiento en que al 
disponer el Ayuntamiento y Junta muni­
cipal la demolición de la pared de que se 
trata, lo hizo en uso de sus exclusivas 
atribuciones y en cumplimiento de lo 
que disponen los artículos 72 y 73 de la 
ley Municipal y Real orden de 10 de Mayo 
de 1884, en atención á que, según declaró 
D. Francisco Tercero, era menor de un 
año el tiempo que venía utilizando el te­
rreno usurpado, y en que, según lo esta­
blecido en el artículo 2.® del Real decreto 
de 15 de Mayo de 1902, contra los acuer­
dos da los Ayuntamientos en materia de 
su exclusiva competencia, no existe otro 
recurso que el de alzada ante el Gobierno 
Civil de la provincia, cuyas resoluciones 
ponen término á la vía gubernativa. Se 
citan también en el oficio de inhibición 
el Real decreto de 8 de Septiembre de 
1887 y el de 18 de Marzo de 1907, resolu­
torio de una competencia de jurisdicción;

Que tramitado el incidente, el Juzgado 
mantuvo su jurisdicción, alegando que 
de los autos aparece, por la declaración 
en ellos prestada por D. Francisco Ter­
cero, que éste poseyó por más de año y 
día pacíficamente y sin interrupción la 
pared de que se trata, construida en el 
año 1906, sin que á los efectos de la com­
petencia quepa admitir la afirmación 
contraria mantenida en el requerimiento, 
toda vez que en las actuaciones no consta 
antecedente alguno del expediente admi­
nistrativo, y que en tal supuesto y con 
arreglo á lo consignado en la Real orden 
de 10 de Mayo de 1884, la Administración 
no puede recobrar por sí la posesión de 
sus bienes pasado el año y día desde el 
acto de la usurpación, debiendo en tal 
caso acudir á los Tribunales ordinarios;

Que el Gobernador, de acuerdo con lo 
nuevamente informado por la Comisión 
provincial, insistió én el requerimiento, 
resultando de lo expuesto el presente con- 
fiicto, que ha sido sus trámites:

Visto el artículo 72 de la ley Municipal, 
con arreglo al que: «Es de la exclusiva 
competenoia de los Ayuntamientos el go-

 ̂ bierno y dirección de los intereses pecu 
liares de los pueblos, con arreglo al nú­
mero 1.® dol artículo 84 de la Constitu­
ción, y en particular cuanto tenga rela­
ción con los objetos siguientes: ... 3.̂  Ad­
ministración municipal, que comprende 
el aprovechamiento, cuidado y conserva­
ción de todas las fincas, bienes y dere­
chos pertenecientes al Municipio»:

Visto el artículo 73 de la misma Ley, 
según el cual: «Es obligación de los Ayun­
tamientos procurar por sí ó con los aso­
ciados el exacto cumplimiento de los 
fines y servicios que, segúh la presente 
Ley, están sometidos á su acción y vigi­
lancia, y en particular los siguientes:.. 
5.“ Administración, custodia y conserva­
ción de todas las fincas, bienes y dere­
chos del pueblo»:

Vista la Real orden de 10 de Mayo de 
1884, que dispone que en el término de 
un año, á contar desde el acto de la usur­
pación, puede la Administración reco­
brar por sí la posesión de sus bienes, pa­
sado el cual deberá acudir á los Tribuna­
les ordinarios, ejercitando la acción co­
rrespondiente:

Visto el artículo 3.® del Real decreto de 
8 de Septiemb re de 1887, que prohíbe á 
los Gobernadores suscitar contiendas de 
competencia en los juicios criminales, á 
no ser que el castigo del delito ó falta 
haya sido reservado por la Ley á los fun­
cionarios de la Administración, ó cuan­
do, en virtud de la misma Ley, deba de­
cidirse por la Autoridad administrativa 
alguna cuestión previa de la cual depen­
da el fallo que los Tribunales ordinarios 
ó especiales hayan de pronunciar:

Considerando:
1.® Que la presente contienda de ju ­

risdicción se ha suscitado con motivo de 
la denuncia presentada por D. Francisco 
Tercero contra el Alcalde de Campillo 
de Dueñas y otros, por los perjuicios que 
le ocasionaron derribándole una pared 
que cercaba una finca rústica que, según 
declaración prestada por el denunciante 
en el sumario, adquirió hacía aproxima­
damente unos seis años, construyendo la 
expresada pared en el de 1906;

2.  ̂ Que tal afirmación se halla con­
tradicha por el propio denunciante en la 
declaración que prestó en el expediente 
administrativo contra él incoado en la 
Alcaldía por usurpación de terrenos, en 
el que confesó, suscribiéndolo con su fir­
ma, que efectivamente había agregado á 
su finca hacía menos de un año, cercán­
dola con una pared, una parcela de te­
rreno perteneciente al Municipio;

3.° Que en tal supuesto, único á que 
debían atemperarse en sus resoluciones 
el Ayuntamiento y la Junta municipal^ 
es evidente que los acuerdos por dichas 
Corporaciones dictados en 18 do Octubre 
y 30 de Noviembre de 1908, dirigidos á 
recuperar la posesión de terrenos que 
por confesión del propio interesado ha-

 ̂ bíau sido usurpados hacía menos de un
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año, fueron adoptados dentro del círculo 
de sus atribuciones, toda vez que se re­
ferían á usurpaciones de las que la Ad­
ministración puede por sí recuperar con 
arreglo á la citada Real orden de 10 de 
Mayo de 1884;

4.® Que por consiguiente, habiendo 
procedido el Alcalde al derribar la pared 
de que se trata, en cumplimiento de talos 
acuerdos, adoptados con indiscutible 
competencia, es preciso que se decida 
previamente por la Administración si al 
llevarlos á efecto dicha Autoridad muni­
cipal se atemperó á las condiciones en 
ellos consignadas, y si por su parte hubo 
ó no exceso en el ejercicio de sus facul­
tades, decisión que indudablemente ha 
de influir en el fallo ĉ ué en su día hu­
bieren de dictar los Tribunales ordi­
narios; y

5.° Que, por lo tanto, el presente caso 
se halla comprendido en uno de los dos 
en que, por excepción, pueden los Gober­
nadores suscitar contiendas de compe­
tencia en los juicios criminales.

Conformándome con lo consultado por 
la Comisión permanente del Consejo de 
Estado,

Vengo en decidir esta competencia á 
favor de la Administración.

Dado en Palacio á veintinueve de Mar­
zo de mil novecientos diez.

ALFONSO.
El Presidente dél Cónsejo de Ministros,

José Canalejas.

En el expediente y autos de competen­
cia suscitada entre el Gobernador de 
Guádalajara y el Juez de primera instan­
cia de la capital de la misma provincia, 
de los cuales resulta:

Que D. José Sauz López, en concepto 
de arrendatario del impuesto de Consu­
mos del pueblo de Escamilla, promovió 
juicio verbal civil ante el Juez municipal 
deGuadalajara, contra D. Segundo Cano 
Cámara, sobre pago de 246 pesetas 52 
céntimos, que decía le era en deber el 
demandado por el concierto celebrado, y 
correspondiente al mencionado impuesto 
en los años 1904, 1905 y 1906;

Que el Tribunal municipal dictó sen­
tencia declarando no haber lugar á la ex­
cepción de incompetencia propuesta por 
la parte demandada y condenando á 
ésta al pago de la suma reclamada y al 
de las costas:

Que apelado este fallo y admitida la 
apelación por el Juez municipal de Gua- 
dalajara, pasaron los autos al Juzgado 
de primera instancia déla misma ciudad, 
al cual, el Gobernador de la provincia, á 
instancia del demandado, y de conformi­
dad con la Comisión provincial, dirigió 
oficio inhibitorio que, recibido cuando 
aún no se hallaban los autos en el Juz­
gado, fué devuelto, dándole por reprodu­
cido déspués aquella Autoridad en oca­

sión de estar ya los mencionados autos 
en el Juzgado requerido;

Que el Gobernador funda el requeri­
miento: en que la cuestión principal en 
el asunto de que se trata se contrae á de­
terminar si el contrato celebrado entre 
Sanz López y Cano, como arrendatario 
del impuesto de Consumos y contribu­
yente, respectivamente, en el pueblo de 
Escamilla, es ó no válido administrativa­
mente; en qué los artículos 24 y 208 del 
Reglamento para la imposición y cobran­
za del impuesto de Consumos, atribuye 
á la Administración el conocimiento de 
esos asuntos y declaran nulos esos con­
ciertos; en que por Real decreto de 18 de 
Julio de 1907 se resolvió á favor de la 
Administración una cuestión idéntica á la 
suscitada en este asunto, y en que las 
cuestiones de competencia tienen por fin 
esencial la determinación del procedi­
miento para qué 'las resoluciones que se 
dicten emanen de Autoridad á quien 
esté atribuida la jurisdicción:

Que estándose substanciando en el Juz­
gado el incidente de competencia dirigió 
aquél una comunicación á la Delegación 
de Hacienda de la provincia á instancia 
de la parte demandante, que solicitó se 
participara á dicho Centro la competen­
cia promovida; y la Delegación, vista la 
comunicación del Juzgado, manifestó á 
éste que, como quiera que por acuerdo 
de la misma de 24 de Junio de 1908, dic­
tado en la reclamación deducida por el 
referido arrendatario, se declarase que 
creando los conciertos parciales de que 
se trataba, obligaciones civiles por su na­
turaleza, procedía acudiese ante los Tri­
bunales de la jurisdicción ordinaria para 
exigir las cantidades á cuyo pago se hu­
biesen obligado los vecinos de los pue­
blos de que es arrendatario de Consumos, 
la Delegación había acordado dar trasla­
do del escrito del Juzgado al Gobernador, 
y así lo había hecho, significándole que 
el repetido acuerdo de 24 de Junio había 
puesto término á la vía gubernativa, y, 
en consecuencia, no babía lugar á cono­
cer administrativamente en el asunto de 
referencia;

Que substanciado el incidente dé com­
petencia, el Juzgado dictó auto en que 
sostuvo su jurisdicción, aduciendo en 
apoyo de ella: Que, según el artículo 2.® 
del Real decreto de 8 de Septiembre de 
1887, sólo los Gobernadores de provincia 
podrán promover competencias, y única­
mente las suscitarán para reclamar el co­
nocimiento de los negocios que, en vir­
tud de disposición expresa, corresponda 
á los mismos Gobernadores, á las Auto­
ridades dependientes de ellos y á la Ad­
ministración pública en general, dedu­
ciéndose claramente del precepto trans­
crito que las competencias única y exclu­
sivamente ptieden suscitarse para cono­
cer de un asunto en que nó ha interveni­
do el que se concéptúa competente para
ll^áLf á sí aquel né^ocio entablado ante

I otra j urisdicción que se supone incompe 
tente, y siendo claro que las co mpeten­
cias sólo pueden promoverse sobre cono­
cimiento de asuntos en los qu e el requl- 
rente no ha intervenido, es oh vio que ia 
promovida en el juicio que ponde de ape­
lación en el Juzgado es imp:rocedente ó 
infundada, puesto que» següri resulta de 
la comunicación dél Delegado de Hacien­
da, que obra en autos, la Admdnistración 
ha entendido y resuelto la cu:er>tión admi­
nistrativa, declarando nulos administra­
tivamente los conciertos qi le Sanz cele­
bró como arrendatario de Co usumos con 
varios particulares;

Que estando resuelto defiu itivamente 
por la Administración el nef jocio entre 
Sanz y Cano, y habiéndose pl anteado la 
cuestión como civil ante los ' Tribunales 
ordinarios por estar ya resuelt a adminis­
trativamente, és también clai'o que la 
jurisdicción ordinaria es la única com­
petente para entender en la mis’nm y re» 
solverla según el articula SI de la ley de 
Enjuiciamiento Civil, careciendo de apli­
cación á este caso los artículos 24 y 208 
del Reglamento del impuesto de Consu­
mos de 11 de Octubre de 1898, porque como 
ya se han aplicado por la Administración 
con anterioridad, no pueden volver á apli­
carse, quedando reducida la controversia 
á determinar si lo s  conciertos de un 
arrendatario de Consumos con los parti 
culares, declarados nulos administrati­
vamente, tienen fuerza civil de obligar, y-̂  
para resolver esto y las excepciones que 
sobre ello se aleguen, es visto que sólo es 
competente la jurisdicción ordinaria, por 
tratarse ya de una cuestión mera y ex*~ 
elusivamente civil, careciendo á su vez: 
de aplicación el Real decreto de 18 de 
Julio de 1907, que se alega por el Gober­
nador requirente, puesto que en el caso á 
que tal resolución se refiere no hubo de­
cisión previa administrativa;

Qué el Gobernador, de conformidad 
con lo nuevamente informado por la Co 
misión provincial, insistió en el requeri­
miento, resultando de lo expuesto el prén­
sente conflicto, que ha seguido sus trá­
mites:

Visto el artículo 208 del Reglamento de 
Consumos de 11 de Octubre de 1898, Q;ae 
dice: «Quedan prohibidos en absoluto 
toda alteración de los derechos de tarifa, 
los conciertos particulares con los cose­
cheros ú otros contribuyentes y la modi­
ficación de las reglas fiscales, aun á título 
de mayor facilidad para la cobranza del 
impuésto»:

Visto el artíoúlo 2.® de la ley Orgánica 
del Poder judicial, con arreglo al cual; 
«La potestad de aplicar las leyes en lo9  
juicios civiles y criminales, juzgando y 
haciendo ejecutar lo juzgado, corresp on­
de exclusivamente á los Jueces y T 
nales»:

Considerando:
1.“ Qae la p r ^ t e  cuestííj . de com­

petencia se ha suscitado con ^motivo dei
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juicio verbal civil promovido por el 
arrendatario de Consumos, D. José Sauz, 
para reclamar la cantidad que alega le 
adeuda un contribuyente, por virtud de 
un contrato particular celebrado para el 
paga del mencionado impuesto;

2.  ̂ Que ya ha sido examinada y fa­
llada de un modo definitivo la cuestión 
en el orden administrativo, habiendo 
recaído en él la declaración de tratarse 
de un contrato de carácter civil; y su­
puesto el estado de derecho creado por 
esta resolución, ni cabe desconocer la 
competencia de los Tribunales ordinarios 
para determinar si en el orden privado 
puede reconocerse validez á contratos á 
los que administrativamente no se les ha 
reconocido esta cualidad, ni es tampoco 
admisible que la Administración pueda 
reclamar el conocimiento de un negocio 
en que ella ya ha entendido, y para cuya 
resolución en el orden civil indicó al in ­
teresado, en acuerdo firme que terminó 
la vía gubernativa y resolvió definitiva­
mente el asunto, la procedencia de acudir 
á los Tribunales de la jurisdicción ordi­
naria, y

Que, dados los antecedentes del 
confiicto promovido y el estado de dere­
cho creado por la misma Administración, 
no es, por tanto, de estimar procedente la 
contienda de jurisdicción suscitada por 
el Gobernador de €íuadalajara.

Conformándome con lo consultado por 
la  Comisión permanente del Consejo de 
Estado,

Vengo en decidir esta competencia á 
favor de la Autoridad judicial.

Dado en Palacio á veintinueve de Mar­
zo de mil novecientos diez.

ALFONSO.
£1 Presidente del Consejo de Ministros, '

En el recurso de queja promovido por 
la Sala de gobierno de la Audiencia de 
Valencia contra el Alcalde de Bepiganim, 
por invasión de atribuciones al Juzgado 
municipal de dicha localidad en la impo­
sición de multas por pastar ganados sin 
la licencia necesaria, del cual resulta:

Que el Ayuntamiento de Beniganim 
subastó los pastos de terreno de dominio 
público y comunales de 1908, con arregló 
á las condiciones fijadas en el correspondí 
diente pliego, entre las que figuran la 7.® 
y la 12, en la primera de las cuales se es­
tablece que no podrán pastar ganados cu­
yos dueños ó custodios no obtuvieren li­
cencia del rematante. Visada y sellada por 
la Alcaldía, y en la segunda, que la falta 
de cumplimiento de dichas condiciones, 
*i.anto por el rematante como por los duef 
fjlps de ganados ó por los pastores, sería 
casî f gada por la Alcaldía con la multa do 
una á 15' pesetas;

Q ueelA lca’íie de Beniganim impuso 
en Noviembre de ^varios vecinos 
de dichb pueblo 24 multa?*'^ p®®'

tas por defraudar dicho arbitrio, introdu­
ciendo sus ganados, sin licencia de la Al­
caldía, á pastar en los terrenos subasta­
dos, y como no las satisficiesen en el tér­
mino señalado, ofició al Juez municipal, 
para que, á tenor de los artículos 77 y 188 
de la ley Municipal, procediese á hacer­
las efectivas por la vía de apremio, así 
como los recargos de 5 por 100 diario;

Que el Juez municipal, en auto de 30 
de Noviembre del mismo año, acordó ele­
var el expediente, por conducto del Juez 
de instrucción, á la Sala de gobierno de 
la Audiencia, para que ésta, si lo juzgaba 
oportuno, entablase el correspondiente 
recurso de queja, fundándose el Juez en 
que el hecho de entrar ganado en here­
dad ajena, sea ésta de la naturaleza que 
quiera, cuando de exigir responsabilida­
des se trata, constituye la falta prevista y 
castigada en el artículo 613 del Código Pe­
nal, y en que, según el artículo 50 de la 
ley de Justicia municipal, corresponde á 
los Tribunales municipales conocer en 
primera instancia de los hechos punibles 
que el Código Penal ó leyes especiales 
castiguen como falta;

Que recibido el expediente en la Au­
diencia con el informé del Juez de ins­
trucción favorable á la competencia de 
la Autoridad gubernativa local de Beni­
ganim, el Fiscal, con cuyo dictamen se 
conformó en un todo la Sala de gobierno, 
manifestó en su informe que el artícu­
lo 625 del Código Penal, preceptúa que en 
las Ordenanzas municipales, reglamen­
tos y bandos de policía y buen gobierno, 
no se establezcan penas mayores que las 
señaladas en el libro 3.® del Código Pe­
nal, á no ser que se determine otra cosa 
por leyes especiales, y que las disposicio­
nes de dicho libro no excluyen ni limitan 
las atribuciones que por las leyes muni­
cipales ó cualesquieras otras correspon­
dan á los funcionarios de la Administra­
ción para dictar bandos de policía y buen 
gobierno y para corregir gubernativa­
mente las faltas en los casos en que su 
represión les esté encomendada por las 
mismas leyes;

Que el Real decreto de 15 de Junio 
de 1898 estableció á au vez, como doctrina 
legal, la interpretación del artículo 625 
del Código Penal en el sentido de que las 
Ordenanzas municipales no puedan va­
riar la naturaleza de las faltas definidas 
por el Código, ni éstas derogar leyes de 
la importancia del propio Código, sino 
que dicho artículo sólo faculta que en las 
repetidas Ordenanzas se castiguen las 
contravenciones á las reglas de policía y 
buen gobierno de los pueblos, que no es­
tén expresamente previstas en el libro 3.^
del Código; y

Que como los hechos originarios de las
multas impuestas por el Alcalde de Beni-* 
ganim consistentes en pastar sin licencia 
en terreno ajeno, están previstos y casti­
gados en el Código Penal como faltas, era 
evideaté que ao podían naturalizarse ta«

les hechos ccnvirtiéndolos en contraven­
ciones gubernativas y, por lo tanto, su 
conocimiento y castigo competían no al 
Alcalde, sino al Tribunal municipal; sien­
do de advertir que la condición 12 del 
pliego en que se ha fundado el Alcalde 
para imponer las multas no podía tener 
aplicación al caso actual, toda vez que 
dicho pliego es sólo un contrato que úni­
camente obliga á las partes, ó sea al 
Ayuntamiento y al rematante, pero no á 
los vecinos, los cuales, si ejecutan algún 
hecho delictivo, deberán ser castigados 
por las leyes penales generales, pero no 
por el pliego de condiciones, que no es ni 
aun bando de policía y buen gobierno.

Por todo ello, el Fiscal proponía que, 
de conformidad con el artículo 51 de la 
ley de Enjuiciamiento Criminal, en rela­
ción con el 118 y siguientes de la de En­
juiciamiento Civil, se elevase por la Sala 
el correspondiente recurso de queja al 
Gobierno de S. M.;

Que acordado así por la Sala de Go­
bierno de la- Audiencia de Valencia, y 
elevado el recurso por el Ministerio de 
Gracia y Justicia á esta Presidencia, se 
pidió informe al Alcalde de Beniganim, 
quien lo evacuó, exponiendo:

Que el arbitrio de que se trataba venía 
explotándose en la villa desde tiempo 
inmemorial, y figurando en los presu­
puestos municipales, aprobándose por el 
Ayuntamiento y la] Junta municipal to­
dos los años el ingreso calculado por ren­
dimiento de la subasta de los pastos, la 
cual había tenido lugar también todos 
los años, enterándose de ella el vecinda­
rio, fijándose, al efecto, los oportunos 
edictos, que, entre otras cláusulas, conte­
nían la de no poder utilizarse los pastos 
de caminos, barrancos, ríos, etc,, y  de­
más de dominio público, sin la corres­
pondiente licencia, habiendo sido estos 
edictos respetados por todos los pastorea 
de ganados hasta 1908;

Que el arbitrio indicado es cuestión de 
Policía rural, y los artículos 72 y 73 de la 
ley Municipal lo autorizan, y las resolu­
ciones que respecto del mismo se adop­
ten deben ser de carácter puramente ad­
ministrativo, cabiendo el recurso ante el 
Gobernador, pero no la intromisión del 
Juzgado, y que entendiéndolo así la Al­
caldía del mismo modo que las anterio­
res, había venido tramitando las denun­
ciasen expedientes administrativos hasta 
su liquidación y pase al Juzgado, para 
hacer efectiva la multa impuesta, no es­
tando en su ánimo, con ello, el invadir 
las atribuciones del Poder judicial;

Que de todo lo expuesto, resulta plan­
teado el presente conflicto en forma de 
recurso de queja, el cual ha seguido eq 
su substanciación los trámites legales:

Visto el artículo 613 del Código Penal, 
el cual dice:

«Si los ganados se introdujeren de pro­
pósito ó por abandono ó negligencia de 
loa dueños 6 gauaderoa, además de pagai?
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las multas expresadas en los artículos 
anteriores, sufrirán los dueños y gana­
deros, en sus respectivos casos, de uno á 
treinta días de arresto, si no les corres­
pondiera mayor pena como reos de hur­
to ó daño por voluntad 6 impruden­
cia...»:

Visto el artículo 625 del propio Códi­
go, según el que:

«En las Ordenanzas municipales y de­
más reglamentos generales ó particula­
res do la Administración que se publica­
ren en lo sucesivo, y en los bandos de po­
licía y buen gobierno que dictaren las 
Autoridades, no se establecerán penas 
mayores que las señaladas en este libro, 
aun cuandó hayan de imponerse en vir­
tud de atribuciones gubernativas, á no 
ser que se determinare otra cosa por le­
yes especiales»:

Conforme á este principio, las disposi­
ciones de este libro no excluyen ni limi­
tan las atribuciones que por las leyes 
municipales ó cualesquiera otras espe­
ciales competan á los funcionarios de la 
Administración para dictar bandos de 
policía y buen gobierno y para corregir 
gubernativamente las faltas en los casos 
en que su represión les esté encomenda­
da por las mismas leyes:

Considerando:
1.® Que el presente recurso de queja 

lo ha motivado el hecho do haber im­
puesto el Alcalde de Beniganim á varios 
vecinos de dicha villa multas por haber 
éstos introducido sus ganados sin la opor­
tuna licencia, á pastar en terrenos del 
común, subastados mediante el pago de 
un arbitrio para poder ser utilizados di­
chos pastos, según lo establecido en el 
correspondiente pliego de condiciones 
que sirviera de base al remate de que se 
ha hecho mérito;

2.  ̂ Que los hechos que han originado 
las multas impuestas por la Alcaldía de 
Beniganim, pudieran ser constitutivos de 
la falta definida y penada en el artícu­
lo 613 citado del Código Penal, cuyo co­
nocimiento compete á la Autoridad ju­
dicial;

3.° Que las condiciones estipuladas en 
el contrato celebrado entre el Ayunta­
miento y el rematante para el cobro del- 
arbitrio mencionado no constituyen, por 
otra parte, verdaderos bandos ú orde­
nanzas de policía ó buen gobierno á los 
efectos del artículo 625, también citado, 
del repetido Código Penal; y por hallarse 
subastados los pastos de los terrenos de 
que se trata, éstos han de reputarse de 
propiedad particular mientras subsista 
el remate en cuanto á la calificación de 
los daños que en los mismos se produz­
can por la introducción d-> ganados;

4.*̂ Que es, por tanto, notoria la inva­
sión de atribuciones en el presente caso, 
por parte de la Autoridad gubernativa 
municipal, de las que son propias y* ex­
clusivas de los Tribunales del fuero or­
dinario.

Conformándome con lo consultado por 
la Comisión permanente del Consejo de 
Estado,

Vengo en declarar que ha lugar al re­
curso de queja deducido por la Sala de 
Gobierno de la Audiencia de Valencia 
con motivo de las multas impuestas por 
la Alcaldía de Beniganim.

Dado en Palacio á veintinueve de Mar­
zo de mil novecientos diez.

ALFONSO.
El Presidente del Consejo de Miniatroa,

José Canalejas.

En el expediente y autos de competen­
cia promovida entre el Gobernador civil 
de la provincia de Oviedo y el Juez de 
primera instancia de Infiesto, de los cua­
les resulta:

Que con fecha 3 de Octubre de 1908 
D. Manuel Sánchez Noriega dedujo de­
manda en juicio civil ordinario de menor 
cuantía ante el referido Juzgado, adu­
ciendo los siguientes hechos:

Que la Junta municipal del Ayunta­
miento de Piloña, en sesión que celebró 
en 28 de Abril de 1902, le nombró prac­
ticante con el haber anual de 500 pesetas, 
comunicándosele el nombramiento en 9 
de Mayo siguiente, fecha en la que em­
pezó á prestar servicio;

Que había ejercido el referido cargo 
desde el día 9 de Mayo ya dicho hasta el 
28 de Enero de 1906, en que lo renunció 
para ocupar una plaza de la misma clase 
en la Casa de Socorro de la ciudad de 
Oviedo; y

Que durante todo el tiempo de sus ser­
vicios sólo había percibido los haberes 
correspondientes á un cuatrimestre que 
cobró hacia el mes de Julio de 1905, adeu­
dándole, por lo tanto, el Ayuntamiento 
los correspondientes á .cuarenta meses 
y diecinueve días, á razón de 500 pesetas 
anuales.

A virtud de estos hechos y de los fun­
damentos legales que se alegaban, termi­
naba la demanda con la súplica do que 
el Juzgado dictase en su día sentencia, 
condenando al Ayuntamiento de Piloña 
al pago de los haberes no satisfechos 
al demandante, con más las costas del 
juicio;

Que admitida la extractada demanda 
y personada en autos la Corporación mu­
nicipal demandada, el Gobernador do 
Oviedo, á instancia de la Alcaldía de Pi­
loña, y de acuerdo con lo informado por 
la Comisión provincial, requirió de inhi­
bición al Juzgado, fundándose:

En que la Administración realiza sus 
contratos con el carácter de poder públi­
co, y no de persona jurídica, cuando aqué­
llos tienen por objeto inmediato y direc­
to la satisfacción de una necesidad pú­
blica, caso en el que dichos contratos son 
de índole puramente administrativa, es­
tando atribuidas todas las cuestiones 
q ue versen sobre su cumplimiento, inte­
ligencia, rescisión y efectos, ai conoci-

5 mietito de la misma Administración en 
la vía gubernativa y en la contenciosa, 
según determina el artículo 5.*̂  de la ley 
de 22 de Junio do 1894, y en que no po­
drá ofrecer duda que el Ayuntamiento 
de Piloña, al hacer el nombramiento de 
Practicante á favor de D. Manuel Sán­
chez Noriega, obró dentro del círculo de 
las atribuciones que le confiere el artícu­
lo 78 de la ley Municipal, debiendo ate­
nerse á lo dispuesto en el artículo 8.® dei 
Reglamento de 24 de Junio de 1891, an\" 
bas disposiciones de carácter administra­
tivo, siendo el objeto inmediato y direc­
to la prestación de un servicio público, 
cual lo es el sanitario y benéfico, enco­
mendado á los Municipios por el Regla­
mento expresado y por la Instrucción de 
Enero de 1904, siendo, en su consecuen­
cia, el contrato cuyo cumplimiento ahora 
se exige ante la Autoridad judicial, de 
índole administrativa, y su conocimiento 
reservado á la jurisdicción contencioi^ 
administrativa, convenciendo más de ello 
en el caso concreto de que se trataba, el 
hecho de haberse ya discutido y resuelto 
en la  vía gubernativa las cue»stioncs 
planteadas sobre validez y efectos de tal 
nombramiento que habría de examinar 
al presente con notoria incompetencia 
el Juzgado, atentando á la independen­
cia de la Administración, que las ha deci­
dido dentro de la esfera de sus exclusi­
vas facultades;

Quesubstanciadoel incidehte, el Juzg,a* 
do sostuvo su jurisdicción, alegando que 
la cuestión planteada en la demanda por 
D. Manuel Sánchez Noriega es induda­
blemente de índole civil, porque e n ella 
se reclama el pago de sueldos desmuga­
dos en concepto de Practicante del Ayun­
tamiento de Piloñs, tratándose, pues, del 
pago de una deuda, de una oblhiación 
contraída por la Corporación municipal, 
responsable como persona jurídica, do 
cuya legitimidad y procedencia corres­
ponde conocer á los Tribunales ordina­
rios, cuya doctrina ha sido confirmada 
por multitud de Reales decretos, y muy 
especialmente en los de. 19 de Febi ero y 
22 de Mayo de 1906, y que si bien el ar­
tículo 5.® de la Ley do 22 de Junio de 1894 
atribuye á la jurisdicción contencioso- 
administrativa el conocimiento de las 
cuestiones referentes al cum.plimienío, 
inteligencia, rescisión y efectvos de los 
contratos celebrados por la AdiuiBistra- 
ción Central y Provincial y Mu oicipal, 
para obras y servicios públicos, en ina' 
ñera alguna puede extenderse dich a com­
petencia á resolver las que afectan al or­
den civil, pues admitir lo contrario sería 
establecer una excepción en favor dl-e ta­
les organismos y sustraer á éstos de la 
jurisdicción de los Tribunales ordinairios, 
siempre que entre ellos y los particula­
res hubiera colisión de derechos, cual­
quiera que fuese su naturaleza;

Que el Gobernador, de acuerdo con la 
Comisión provincial, insistió en el reque­
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rimiento, resultando de lo expuesto el 
presente conflicto, que ha seguido sus 
trámites:

Yisto el artículo 78 de la vigente ley 
Municipal, que dice:

«Es atribución exclusiva de los Ayun­
tamientos el nombramiento y separación 
de todos los empleados y dependientes 
pagados de los fondos municipales y que 
sean necesarios para la realización de los 
servicios que están á su cargo, con la ex­
cepción establecida en el párrafo 4.° del 
artículo 74.

»Los funcionarios destinados á servi­
cios profesionales tendrán la capacidad y 
condiciones que en las Leyes relativas á 
aquéllos se determinan.»

Visto el párrafo 1.® del artículo 5.® de 
Ja Ley reformada sobre el ejercicio déla 
j urisdicción contencioso - administrativa 
de 22 de Junio de 1894, el cual dice:

«Continuarán, sin embargo, atribuidas 
á la jurisdicción contencioso-administra- 
íLiva las cuestiones referentes al cumpli­
miento, inteligencia, rescisión y efectos 
do los contratos celebrados por la Admi­
nistración Central, provincial y munici­
pal para obras y servicios públicos de 
teda especie»:

Consideraudo:
1.® Que la presente contienda juris­

diccional se ha suscitado’ con motivo de 
la demanda deducida ante el Juzgado de 
primera instancia de Inflesto por D. Ma­
nuel Sánchez Noriega, contra el Ayunta­
miento de Piloña, sobre pago de haberes 
como Practicante de Medicina en dicha 
localidad.

2.® Que el servicio de Sanidad muni­
cipal es esencialmente administrativo, y 
los nombramientos de empleados facul­
tativos adscritos al mismo hechos por los 
Ayuntamientos dan lugar á contratos de 
servicios de carácter administrativo, pues 
tienen por objeto inmediato la aplicación 
á un servicio público, y en ellos obran 
las Corporaciones municipales, no como 
personas jurídicas, sino como represen­
tantes del Poder público.
[«3.® Que tales contratos, y en lo que 
afecta á su cumplimiento, inteligencia, 
rescisión y efectos, por ende, el que ha 
motivado el actual conflicto, caen de lleno 
bajo la jurisdicción administrativa, se­
gún el precepto del artículo 5.° citado de 
la Ley reformada de 22 de Junio de 1894, 
toda vez que lo que por el demandante 
se exige es el cumplimiento del contrato 
celebrado por él con el Ayuntamiento en 
orden al pago de los haberes estipulados 
como recompensa del servicio prestado.

Conformándome con lo consultado por 
el Consejo do Estado,

Vengo en decidir esta competencia á 
favor de la Administración.

Dado en Palacio á veintinueve de Mar­
zo de mil novecientos diez.

ALFONSO*
El Presidente del Consejo do Ministros/

José Canalejas*

De los expedientes instruidos en los 
Ministerios de Hacienda y Fomento rela­
tivos ál conflicto surgido entre ambos 
departamentos con motivo de la excep­
ción de venta del predio denominado El 
Charcón, sito en el término de Santa 
Elena (Jaén), resulta:

Que á consecuencia de expediente ins­
truido por denuncia de D. Antonio Per­
nal Jordán y por no flgurar el expresado 
predio en ninguna de las relaciones for­
madas en cumplimiento de lo dispuesto 
en el artículo 4.  ̂ del Real decreto de 27 
de Febrero de 1897, la suprimida Direc­
ción de Propiedades ordenó al Ingeniero 
de la región procediera á clasiflcarlo, re­
mitiendo éste la correspondiente Me­
moria, redactada por el Ayudanta de la 
provincia de Jaén, exp resando la opinión 
de que el indicado monte se hallaba si­
tuado en la región media, que no satis­
facía ninguno de los fines que, según el 
artículo 1.® del Real decreto de 20 de 
Septiembre de 1896, caracterizan el mon­
te de utilidad pública y que debía pasar 
á cargo del Ministerio de Hacienda, colo­
cándose en el catálogo de los no. excep­
tuados ó enajenables;

Que en vista de los datos consignados 
en el expresado escrito, la citada Direc­
ción propuso al Ministerio declarar el 
predio expresado, clasificándolo de no 
interés general, acordándose de confor­
midad y comunicándose por Real orden 
de 16 de Enero de 1901 al Ministerio de 
Fomento la opinión expuesta;

Que este Departamento, en vista de lo 
indicado, pasó la citada Memoria y Real 
orden al Ingeniero Jefe del distrito foresr 
tal de Jaén, el cual se mostró en un todo 
conforme con lo expuesto por el Inge­
niero de la 15.* brigada; pero agregando 
que publicado el Real decreto de 7 de 
Junio de 1901, y estando situado el mon­
te en cuestión en la cuenca general del 
río Guadalquivir, ocasionaría perjuicio 
á la Administración enajenarlo ahora 
para adquirirlo posteriormente por ex­
propiación forzosa, como terreno de uti­
lidad púbíica, desde el punto de vista 
hidrológico forestal, y que pasado á in­
forme del Negociado correspondiente del 
Ministerio, tanto éste en su nota, como la 
Sección, entendieron que procedía propo­
ner por investigada la existencia como 
pública del monte indicado, y que éste 
se considerase incluido entre los de u ti­
lidad pública, resolviéndose por el Centro 
ministerial en este sentido, en Real orden 
de 29 de Mayo de 1906;

Que reclamados los antecedentes de 
ambos Ministerios en vista de su dispari­
dad de criterios en el expresado asunto, 
por la Subsecretaría de esta Presidencia; 
enviados éstos, se remitió el expediente á 
informe del Consejo de Estado, resultan­
do de lo expuesto el presente conflicto:

Visto el artículo 1.® del Real decreto 
de 20 de Septiembre de 1896, según el 
cuál: «A les efectos del artículo 8.° de la

Ley de 30 de Agosto último sobre modifi­
cación de impuestos se entenderá que son 
montes de utilidad pública las masas de 
arbolado y terrenos forestales que por 
sus condiciones de situación de suelo y 
de área sea necesario mantenerse po­
blado ó repoblar de vegetación arbórea 
forestal para garantir por su influencia 
física en el país ó en las comarcas natu­
rales donde tenga su asiento, la salubri­
dad pública, ‘el mejor régimen • de las 
aguas, la seguridad de los terrenos ó la 
fertilidad de las tierras destinadas á la 
agricultura, reivindicándose con sujeción 
á este criterio el actual catálogo de los 
montes exceptuados por su  especie y 
cabida»:

Vista la Real orden de 24 de Diciembre 
de 1896, aprobando las reglas anunciadas 
por el artículo 27 de las Instrucciones 
para el régimen de la inspección faculta­
tiva de montes, dél artículo 3.® que deter­
mina que en tesis general todos los pre­
dios forestales situados en las estopas y 
demás llanuras ó planicies correspon­
dientes á alguna de las regiones media ó 
inferior ya citadas, se clasificarán como 
enajenables, ó no ser que la naturaleza y 
estado del suelo ú otra circunstancia hi­
ciera necesaria su conservación para al­
guno de los fines determinados en el
mencionado artículo 1.®:

Visto el artículo 6.® de la citada Real
orden, por el cual, cuando alguno d© di­
chos montes ó grupos ofrezca dv5 modo 
evidente é indiscutible alguna condición 
que le dé carácter de utilidad pública, 
bastará hacerla constar, demostrando en 
un informe sucinto la existencia de di­
cha condición:

Visto el artículo 1.® del Real decreto 
de 7 de Junio de 1901, por el cual el Ser­
vicio hidrológico forestal de la Nación 
dependiente del Ministerio do Agricultu­
ra, Industria, Comercio y Obras Públicas 
se organizará en la forma que determina 
el presente decreto. Sorá objeto de este 
servicio la repoblación, extinción de to­
rrentes y restauración d^ montañas en 
todas las principales cuencas hidrológi­
cas de España que reclaman el acrecen­
tamiento y buen régimen de las aguas de 
sus principales corrientes. Las obras y 
trabajos que sean objeto de este servicio» 
serán declarados de utilidad pública para 
los efectos de la expropiación forzosa 
de los terrenos que comprendan y sean 
necesarios, bajo el punto de vista hidro­
lógico forestal, con arreglo á los trámites 
previstos en el artículo 6.® del Reglamen­
to para la aplicación de la ley do Expro­
piación forzosa aprobada por Real decre** 
to de 13 de Junio de 1879. Dichos terrenos 
deberán ser adquiridos por el Estado 
cualquiera que sea el carácter que os* 
tenten respecto á su propiedad; y

Visto el artículo 5.® del precitado Real 
decreto, en el que so consigna que para 
el expresado servicio se establei en en la 
Península las diez Divisiones hidrológi­
co forestales siguientes:
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7.® División del Guadalquivir, que com­

prende la cuenca del río Guadalquivir y 
la de todos los que vierten sus aguas des­
de el Cabo de Tarifa hasta la frontera de 
Portugal, capitalidad en Sevilla.

Considerando: 1.° Que el presente con­
flicto se ha suscitado con motivo de la 
clasificación del monte ó predio denomi­
nado EliCharcón, sito en el término de 
Santa Elena, por entender el Ministerio 
de Hacienda que el expresado predio no 
puede entenderse incluido entre los de 
utilidad pública, y el de Fomento en sen­
tido contrario.

2.** Que sosteniéndose categóricamen­
te por el Ingeniero Jefe del distrito fo“ 
restal, consultado previamente por el De" 
parlamento minislerial, que el indicado 
predio forma parte ide la cuenca del río 
Guadalquivir, y que estando atribuido 
á estos funcionarios la determinación de 
aquélla, no es posible desconocer la si­
tuación orográñea del mismo ni su con­
dición hidrológico forestal.

8.'’ Que declarándose en los preceptos 
anteriormente invocados que será obje­
to del Servicio hidrológico-forestal la re ­
población, extinción de torrentes y res­
tauración do montañas en todas las prin­
cipales cuencas, como la del río Guadal­
quivir, y que habiendo precedido el in­
forme indicado anteriormente á los efec­
tos de la utilidad pública del indicado 
predio, por reunir la circunstancia espe­
cial que en el mismo se indica, se está én 
el caso expreso consignado en el artícu­
lo 6.® de la Real orden citada de 24 do DE 
ciembre de 1896, y en su virtud no puede 
ser enajenado por reunir el indicado ca­
rácter.

4.'" Que á mayor abundamiento, es­
tando obligado el Estado á su adquisi­
ción por revestir la circunstancia ex­
puesta, de conformidad al precepto sus­
tantivo contenido en el artículo 3.° del 
Real decreto citado de 7 de Junio de 1901, 
la declaración en el caso de no exceptua­
do ó enajenable sería abiertamente opues­
ta á los intereses del Estado y pugnaría 
con los rectos principios de su adminis­
tración.

5.® Que esto supuesto y tratándose, 
por lo tanto, de monte exceptuado á los 
efectos á que se contrae el dictamen, y 
correspondiendo al Ministerio de Agri­
cultura, Industria, Comercio y Obras Pú­
blicas) hoy Fomento, á tenor de los pre­
ceptos contenidos en la legislación vigen­
te en la materia el Servicio hidrológico- 
forestal, á éste coi*responde con toda evi­
dencia el conocimiento del asunto.

Conformándome con lo consultado por 
el Consejo de Estado,

Vengo en decidir este conflicto á favor 
del Ministerio de Fomento.

Dado en Palacio á veintinueve de Mar­
zo do n . <Uí z.

ALFONSO.
B1 Presidente del Consejo de Ministros,

José CanaFojas.

l I l S T E t i O  m j Á  GÍIEPiM
REAL DECRETO 

Vengo en nombrar Mi Ayudante de 
órdenes al .Coi^onel de Infantería D. Se- 
veriano Martínez Anido.

Dado en Palacio á primero de Abril de 
mil novecientos diez.

ALFONSO.
El Ministro do la Guerra,

ÍMel Iznar.

SÜ 1ST E 8I0 DE EMCÍA Y JUSTICIA
REAL ORDEN

limo. Sr.: En virtud de lo prevenido en 
el artículo 2.° de la Ley de 12 de Agosto 
de 1908,

S. M. el Rey (q. D. g.) ha tenido á bien 
disponer que se convoque á oposición 
para proveer tres plazas vacantes de O ri­
cial de la clase do torceros del personal 
técnico de la Subsecretaría de este Minis­
terio, dotadas con el haber anual de 4.250 
pesetas cada una, verificándose la oposi­
ción con sujeción á las reglas siguientes:

1.*̂ Para tomar parte en los ejercicios 
de oposición, será necesario ser español. 
Abogado y mayor de veintitrés años y 
menor de treinta y cinco.

2.* Serán materia de la oposición los 
principios fundamentales de Derecho, or­
ganización judicial, instituciones penales 
y canónicas, y procedimientos según la 
legislación nacional y extranjera.

Los opositores acreditarán,además, co­
nocimiento del idioma francís yMe una 
de las cuatro lenguas: latina, alemana, 
inglesa ó italiana, á elección del opositor.

S.”* Constituirán, el Tribunal de exa­
men y calificación tres Catedráticos de la 
Facultad de Derecho de la Universidad 
Central, y.tres funcionarios de la carrera 
judicial con residencia en Madrid, nom­
brados por el Gobierno, bajo la presiden­
cia de V. I.

El Tribunal designará el Vocal que ha 
de actuar como Secretario.

.̂a g j Tribunal, una vez constituido, 
acordará el número y la forma de los ejer­
cicios, y publicará en la G a c e t a  d e  M a ­
d r i d  el programa de las materias sobre 
que han do versar aquéllos, con el núme­
ro da temas ó preguntas que estime ne­
cesarios.

Las oposicionos'coinenzarán á los trein­
ta días, contados desde la publicación del 
programa.

5.  ̂ Terminadas que sean las oposicio­
nes, el Tribunal elevará á este Ministerio 
propuesta unipersonal para la provisión 
de cada una de las plazas vacantes, acom­
pañando el expediente de aquéllas, los 
personales de los opositores, el librp de 
actíís y los ejercicios escritos, si los hu- •

Fara la furmaci. ii úo propuesías 
el Tribunal adoptará el sistema de vota- | 
ción que considere oopvonieíite. ^

6.*̂ Los que deseen tomar parte en las 
oposiciones presentarán en la Subsecre­
taría de este Ministerio dentro del plazo 
de treinta días, á contar desde el siguien­
te al de la publicación de esta Real orden 
en la G a c e t a  d e  M a d r id ,  instancia soli­
citándolo, acompañada de los documen­
tos que acrediten tener las cualidades á 
que so refiere la regla 1.*

La Subsecretaría, transcurrido dicho 
plazo, remitirá las instancias y documen­
tos al Tribunal de oposiciones, eLcual 
resolverá sobre la aptitud legal de los as­
pirantes, declarando admitidos á los ejer­
cicios á los que reúnan aquellas circuns­
tancias.

El Tribunal acordará y determi­
nará también la forma en que ha de acre­
ditarse el conocimiento dp lenguas exigi­
do en la regla 2.®*

De Real orden lo digo á V. I. para su 
conocimiento y e fe c to s  consiguientes. 
Dios guarde á V. I. muchos años. Madrid
1.® de Abril do 1910. •

RUIZ VAL4RIN0. 
limo. Sr. Subsecretario de este Minia terio

5II1STEM 0 DE lA  GÜEERA
REAL ORDEN 

Excmo. Sr.: Vístala iostapcia promo­
vida por Manuel Martínez Boó, vecino de 
Riveira (Coruña), en solicitud do que le 
sean devueltas las 1.50Q pesetas que en­
tregó en la Delegación de Hacienda de 
la citada provincia en 3 de Diciembre 
del año próximo pasado, para redimirse 
del serncio militar, como recluta del 
Reemplazo de 1909, perteneciente á la 
zona de Coruña, una vez que so hizo por 
duplicado la citada redención; y resul­
tando que los efectos de ésta los surtió 
la carta de pago número 63, expedida en 
8 de Noviembre del año último.

El R e y  (q. D. g.) se ha servido disponer 
se devuelvan al interesado las 1.500 pe­
setas que representa la carta de pago nú­
mero 143, expedida por la Delegación de 
Hacienda de la provincia de la Coruña 
en 8 de Diciembre de dicho año, canti­
dad que percibirá el individuo que efec­
tuó el depósito, ó la persona apoderada 
en forma legal, según previene el artícu­
lo 189 del Reglamento dictado para la 
ejecución de la ley de Reclutamiento.

De Real orden lo digo á V. E. para su 
conocimiento y demás efectos. Dios guar­
de á V. E. muchos años. Madrid, 30 de Mar­
zo de 1910.

AZNAR.
Señor Capitán general de la octava Re­

gión.

REAL ORDEN 
limo. Sr.: Vista la instancia elevada á 

este Ministerio por D. Antonio Fernández
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Custodio, Oficial de primera cl.iae de Ha­
cienda, Vista que fué de ia Aduana de 
Málaga, en súplica ¿e que se dicte una 
disposición en que pueda basarse la Di­
lección de Clases Pasivas pava recono­
cerle, á los efectos de jubilación, los ser­
vicios que prestó en el Cuerpo de Adua­
nas desde el 13 de Diciembre de 1871, en 
que ingresó, hasta el 15 de Mayo de 1901, 
que fuó separado definitivamente del 
mismo:

Resultando que el solicitante fuó se­
parado del Cuerpo por sentencia del Tri­
bunal superior del mismo, dictada en 26 
de Diciembre de 1901 y cumplimentada 
por Real orden de 29 de Enero de 1902, á 
consecaeucia de haber cometido una fal­
ta grave al veriflcar un despacho de fécu­
la la Aduana de Málaga:

Considerando que siendo la pena im ­
puesta de carácter administrativo, la de­
terminación de los efectos de la misma 
iha de hacerse teniendo en cuenta el Re­
glamento ó disposición legal en que el 
Tribunal que la impuso se basó para 
aplicarla^ acudíéndose á otras disposicio­
nes légrales que regulen penas parecidas 
únioa:niente en el caso de que aquéllas 
nad.a concretamente establezcan:

Considerando que examinado el Regla­
mento del Cuerpo de Aduanas de 15 de 
Diciembre de 1891, vigente al tiempo de 
juzgar el caso que ocasionó la separación 
del Sr. Fernández Custodio, se observa 
que nada se resuelve acerca del particu­
lar, pues lo único que declara el artículo 
49 del mismo, es que el que fuere sepa­
rado de su destino, queda por el mismo 
hecho fuera del Cuerpo, sin determi­
nar ningún otro efecto, por lo que con 
f  ista del mismo nada se puede resolver, 
siendo preciso acudir á las disposiciones 
que regulan los efectos de las penas de 
inhabilitación para el desempeño de car­
gos y empleos públicos, que es á las ¡que 
equivalen la de separación impuesta, 
para juzgar la cuestión planteada:

Considerando que dentro de las clases 
de inhabilitación señaladas en el Código 
Penal, la separación definitiva de un 
Cuerpo es equivalente á la inhabilitación 
especial perpetua, de suerte que para los 
efectos que para éste se determinan, en 
él se ha de juzgar los que la separación 
ha de producir:

Considerando que los únicos efectos 
que señala el artículo 34 del Cuerpo legal 
citado para la inhabilitación especial per­
petua, son:

1.° La privación del cargo ó empleo 
sobre que recayese y de los honores ane-

‘ jos á él; y
2.® La incapacidad de obtener otros 

análogos, sin que ésta se extienda á la 
pérdida de los derechos pasivos, limitada 
como está á la inhabilitación absoluta 
perpetua en el artículo 32:

Considerando que afirma el criterio 
expuesto lo contrario que sería á los prin- 
pipios generales del Derecho el dar efec­

to retroactivo á disposiciones penales 
que, según declaración del artículo 23 
del Código Penal, sólo lo han do tener 
en el caso de que favorezcan al reo: 

Considerando que atribuida actual­
mente á la Dirección General de la Deuda 
y Clases Pasivas la apreciación de la si­
tuación de los empleados públicos, á los 
efectos de la determinación de los dere­
chos pasivos, á dicho Centro compete la 
determinación de la verdadera situación 
del Sr. Fernández Custodio, á los efectos 
déla declaración de sus derechos de ju ­
bilación:

Considerando, por consiguiente, que 
la única declaración que puede hacerse 
en virtud de la instancia de D. Antonio 
Fernández Custodio es la de que la sepa­
ración del servicio que como pena admi­
nistrativa se le impuso, no puede tener 
otro alcance que el de prohibir que dicho 
interesado prestase servicio en el Cuerpo 
especial á que pertenecía, y no la de in ’ 
habilitarle para otros cargos ni privarle 
de los derechos adquiridos;

S. M. el Rey (q. D. g.), conformándose 
con lo propuesto por esa Dirección Gene­
ral y con lo informado por la de lo Con­
tencioso del Estado, se ha servido de­
clarar:

1.® Que la separación definitiva del 
Cuerpo de Aduanas, que como pena ad­
ministrativa se impuso á D. Antonio 
Fernández Custodio por el Tribunal su­
perior del mismo, no puede tener otro 
alcance que el de prohibirle que siguiese 
prestando sus servicios como empleado 
de dicho Cuerpo especial, y no la de in­
habilitación para otros cargos; y

2.® Que la determinación de su situa­
ción, á los efectos de la declaración de 
sus derechos á la jubilación, compete 
hacerla á la Dirección General de la Deu­
da y Clases Pasivas.

De Real orden lo digo á V. L para su 
conocimiento y demás efectos. Dios guar­
de á V. L muchos años. Madrid, 28 de 
Marzo de 1910.

CORIA N. 
Seño^ Director general de Aduanas.

 -----

MIJIISTERIO DE iST R Ü C C ito  PÜRIICA
¥ BELLAS ARTES

REALES ÓRDENES
limo. Sr.: De acuerdo con lo informado 

por el Consejo de Instrucción Pública,
S. M. el R e y  (q. D. g.) se ha servido 

disponer que en lo sucesivo no serán in ­
formadas por el referido Consejo, á los 
efectos del artículo 29 del Real decreto 
de 12 de Abril de 1901, las obras del Pro­
fesorado oficial cuando aparezcan escri­
tas en colaboración con personas extra­
ñas al mismo.

De Real orden lo digo á V. I. para su 
conocimiento y demás efectos. Dios guar­

de á V. I. muchos años. Madrid, 26 de 
Marzo de 1910.

ROMANONES. 
Señor Subsecretario de este Ministerio,

limo. Sr.: Remitida á informe del Con­
sejo de Instrucción Pública la obra Pano^ 
rama de la Historia*—-Budimentos de Geo­
grafía y de Historia de España^ de la que 
es uno de los autores D. Alfonso de Ro' 
tortillo, Profesor numerario de la Escuela 
Normal de Maestros de esta Corte; dicho 
Cuerpo consultivo ha emitido el siguien­
te dictamen;.

«D. Alfonso Retortillo y Tormos, Pro­
fesor numerario de la Escuela Normal de 
Maestros de Madrid, dirige al señor Mi­
nistro una instancia en súplica de que se 
le declare de mérito en su carrera la obra 
de que es uno do los autores, titulada 
Panorama de la Historia.— de 
Geografía y de Historia de España.

El Consejo sería de opinión, no obs­
tante el favorable dictamen de la Acade­
mia de la Historia que obra en el expe­
diente, se desestimase la solicitud por 
aparecer la obra de que se trata escrita en 
común por el Sr. Retortillo y D. Juan 
Ruiz de Obregón, ajeno al Profesorado 
oficial y no ser por tanto posible determi­
nar la parte de que es autor cada uno de 
estos señores, pero teniendo en cuenta los 
antecedentes y la jurisprudencia del Con­
sejo en casos análogos opina procede de­
clarar de mérito en la carrera del recu­
rrente el libro mencionado.

Y conformándose S. M. el Rey (q. D. g.), 
con el preinserto dictamen se ha servido 
resolver como en el mismo se propone.

De Real orden lo digo á V. L para 
su conocimiento y demás efectos. Dios 
guarde á V. I. muchos años. Madrid, 26 
de Marzo do 1910.

ROMANONES. 
Señor Subsecretario de este Ministerio.

limo. Sr.: Vacante una plaza de Profe­
sora numeraria de la Sección do Letras 
en la Escuela Normal Superior do Maes­
tras de Guadalajara, con el sueldo anual 
de 2.500 pesetas,

S. M. el R e y  (q. D. g.) ha tenido á bien 
disponer:

1.° Que se anuncie su provisión á con­
curso de ascenso, por termino de veinte 
días, contados desde la publicación de 
esta Real orden en la G a c e t a .

2.® Que solamente podrán aspirar á 
dicha plaza en este concurso las Profeso­
ras numerarias de la Sección do Letras 
de las Escuelas Normales Elementales.

3.° Que las condiciones que han de 
reunir las aspirantes y las de preferen­
cia que habrán de tenerse en cuenta para 
la resolución de este concurso, serán las

1 determinadas en el artículo 7.° del Real 
decreto de 24 de Abril de 1908, con la 

i única variación de que deberá entender*
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se por Sección donde dice Cátedra y de­
más disposiciones aplicables, y

4.® Que las concursantes eleven sus 
instancias á esa Subsecretaría, acompa­
ñadas de sus hojas de servicios, por con­
ducto de sus Jefes inmediatos.

De Real orden lo digo á V. I. para su 
conocimiento y demás efectos. Dios guar­
de á V. I. muchos años. Madrid, 31 de 
Marzo de 1910.

ROMANONES. 
Señor Subsecretario de este Ministerio.

limo. Sr.: Vacante en la Escuela Supe­
rior de Arquitectura de Barcelona la Cá­
tedra de Tecnología y Arquitectura legal, 

S. M. el Rey (q. D. g.) ha tenido á bien 
disponer que sea provista dicha Cátedra 
en turno de concurso, en conformidad 
con lo prevenido en el segundo párrafo 
del artículo 25 del Reglamento vigente 
de la citada Escuela.

De Real orden lo digo á V. I. para su 
conocimiento y efectos. Dios guarde á 
V, I, muchos años. Madrid, V  de Abril 
de 1910.

ROMANONES. 
Señor Subsecretario de este Ministerio.

M IST E R IO  DE F O m i O

REAL ORDEN 
limo. Sr.: Adquiridas por las Reales ór­

denes de 25 del corriente 12.000 cajas de 
gasolina y 43.000 metros de planchas de 
cinc con sus correspondientes soportes, 
con destiño á los trabajos de extinción 
de la langosta, y distribuidos por V. I. 
todos estos elementos á las provincias 
invadidas, con arreglo á las necesidades 
que han demandado los Ingenieros Jefes 
del Servicio agronómico de las mismas, 
se hace indispensable dictar aquellas me­
didas conducentes á que la aplicación de 
todo el material adquirido tenga su de­
bido empleo y no se malgasten inútil­
mente los recursos que el Estado sumi­
nistra, y á este ñn,

S. M. el Rey (q. D. g.) se ha servido dis­
poner:

1.° Que por los Ingenieros Jefes de 
los Servicios agronómicos de Albacete, 
Badajoz, Cáceres, Cádiz, Ciudad Real, 
Córdoba, Cuenca, Huelva, Jaén, Madrid, 
Málaga, Salamanca, Sevilla y Toledo, se 
haga un reparto, con arreglo á lo que es­
timen pertinente, á las Juntas locales de 
extinción, siendo aquéllos directamente 
responsables del empleo de los elemen­
tos que se han puesto á su disposición 
para combatir la plaga.

2.® Que al frente de cada depósito ten­
gan un funcionario técnico encargado de 
la distribución, anotando cuidadosamen­
te á los que concedan la gasolina y mate­
rial, que sacarán mediante recibo firma­
do al efecto, obligándose en él á la devo- 
luoióa de los envaso» vacíos y de los me^

tros de cinc y soportes que se les facili­
ten, bien á las Juntas locales ó á los par­
ticulares.

3.® Todo cuanto se conceda se hará en 
el depósito correspondiente, siendo los 
gastos que originen la conducción, trans­
porte y demás satisfechos por las Juntas 
locales ó particulares hasta la devolución 
de los envases vacíos y de las vallas de 
cinc.

4.® Los gastos de descarga del ferro­
carril y transporte hasta los depósitos 
serán satisfechos por este Ministerio, á 
cuyo efecto se facilitarán á los Ingenie­
ros los fondos necesarios.

5.̂  ̂ Una vez terminada la campaña, se 
venderán los envases, las planchas de 
cinc y soportes, reintegrándose al Estado 
el importe de las ventas.

6.° Quedan obligados los Ingenieros 
del Servicio agronómico á dar cuenta á 
V. I. semanalmente dé la marcha de la 
campaña y forma en que se desarrolla, 
manifestando á la vez el reparto que ha­
cen de todo el material y nombres de las 
Juntas ó particulares á quienes los con­
ceden.

7.  ̂ Todo el personal del Servicio agro­
nómico, así como el que se nombre para 
estos trabajos, vigilará continuamente las 
operaciones de extinción que se realicen, 
dependiendo directamente del Ingeniero 
Jefe del Servicio agronómico de la pro­
vincia respectiva, el cual será responsa­
ble de cualquier deficiencia que se note 
en estos trabajos; y

8.® Los Jefes provinciales de Fomento 
cuidarán del más exacto cumplimiento 
de estas instrucciones.

De Real orden lo comunico á V. I. para su 
conocimiento y demás efectos. Dios guar­
de áV . S. muchos años. Madrid, 31* de 
Marzo de 1910.

CALBETON. 
Señor Director general de Agricultura,

Industria y Comercio.

AOHnnSTMÍiN CEKm

MINISTERIO DE E ST A D O

Asuntos contenciosos.
El Consulado de la Nación en Valpa­

raíso, ha remitido á este Ministerio las 
siguientes relaciones de los desapareci­
dos en el naufragio del vapor Lima, de 
la Compañía Pacific Steam Navigation 
Company, ocurrido por encallamiento en 
los bajos de la isla Huamblin, el día 5 de 
Febrero del presente año; cuyas relacio­
nes le han sido facilitadas por la expre­
sada Compañía y por el Director de la 
hospedería de inmigrantes de Talca- 
huano:
Belación facilitada por la Compañía Pacific 

Sleam Navigation Company^
Carlos Nieto Otaola.
Joaquín Negrete.
Manuel Santín.
José Nogueras.
Lope'Callejo,

Cipriano Boada.
Constancia García.
Máximo Boada.
Ildefonso Alvarez.
Lucía Romero.
Rufina Alvarez.
Petra Fraile.
Simón Fernández.
Agueda Tascón.
Felipe Fernández.
Virginio Fernández.
Manuel Fernández.

; Julián Fernández.
Angel Fernández.

\ Antolino Fernández. 
l Moisés Franco Arza.
I Emilio González, 
i Venancio Ladrero.
I Elisa González.
I Arturo González.

Leoncia Ladrero.
Francisco Agustín Andrés.
Alvira Moreno.
Agapita Agustín.
Simeón Agustín.
Antonio Agustín.
José Casanova.
María Gómez.
Dolores Rincón.
Antonia Negrete.
Concepción Meneses.
José Meneses.
Vicenta García.
Jorge Sebastián.
Leoncia García.
María Encarnación Sebastián.
Lucio Sebastián.
Teófila Sebastián.
Lucía Sebastián.
Asunción Saenz.
Isidora García.
Fidel Pérez Cosío.
José M. García.
Secundino Garzón.
Dionisio Pascual.
Vicente Santín.

ReUción facilitada por él Director de la 
Hospedería de inmigrantes de Talca- 
huano,
Evaristo Zamorano.
Joaquín Negrete (M.).
Dolores Rincón (M ).
Antonia Negrete (M.).
Concepción Meneses (M.).
José Meneses (M.).
Manuel Santín (M.).
Vicente García (M.).
Vicente Santín (M.).
Jorge Sebastián (M.).
Leoncia García (M.).
María E. Sebastián (M.).
Lucio Sebastián.
Lucía Sebastián.
Teófila Sebastián.
Evarista Abad.
Angel Valardí (M.).
Emilio González (M.).
Venancia Ladredo.
Elisa González.
Arturo González.
Leoncia Ladrero.
Elvira Moreno.
Simón Agustín.
Antonio Agustín.
Agapito Agii:¿h'n]
A s u n c ió n .  Sanz(M.).
Isidoro García (M.).
José M. García (M.).
Fidel Pérez Cosío <M.).
Pablo Bosques.
J  enoveva Barda jal.
Serandino Garzón (M.).
Desideria Pascual (M.¿
Cecilio Durán.
Tiburcio González.
José Noguit^ Ramón),
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José Casanova (M.).
Josefa Gómez.
Neniesií,  ̂ C:\sanova.
Lúe. o íbaiiela.
Dorotea Cortés.
Garlos Nieto (M.).
María Gómez García.
Lope Callejo (M.).
Juan García Tamayo.
Luis Rubio.
Cipriano Boada.
Máximo Boada.
Ildefonso Alvarez (M.).
Lucía Romero.
Rufina Alvarez.
Petra Fraile (M.).
Saturnino Fernández.
María Tudanco.
Esteban Fernández.
Agueda Tascón.
Felipe Fernández.
Vispinio Fernández.
Manuel Fernández.
Julián Fernández.
Angel Fernández.
Antonio Fernández.
Rosendo Lluch.
Josefa Fano.
En esta relación, los individuos con 

una M son los muertos, según explica­
ción de los emigrantes.

Madrid, 1 de Abril de 1910.»-E1 Sub­
secretario, R. Piña.

-----
MINISTERIO DE GRACIA Y JUSTICIA

Eesoluciones adoptadas por Ministerio
en las fechas qiie d contrnuación se ex­
presan.
12 de Enero de 19lO.-~*Mandando expe­

dir Real carta de sucesión en el título de 
Marqués de Alonso de León á favor de 
D. Juan Speías de Fangar y Alonso de 
León, por fállebimiento de su mad re doña 
Elvira Alonso de León Moreno Varela.

12 ídem.—Mandando expedir Real car­
ta de sucesión en el títuío de Marqués 
del Valle de la Reina á favor do D. Pedr© 
de León y Manjón, por fallecimiento de 
su madre D.‘ María Eduarda Maojón.y 
Mprgelina.

24 ídem.—Mandando expedir Real car­
ta de sucesión en los títulos de Buque de 
Alburquerque y Marqués de los Ralba­
ses, con Grandeza de España, á favor de 
D. Miguel Osorio y Marios, por cesión de 
su tío D. José Osorio y Silva, Marqués de 
Alcañices y otros títulos.

26 ídem.—Concediendo Real licencia á 
D. Luis López de Carrizosa y de Giles, 
Conde de Peraleja, para contraer matri­
monio con D.*" Trinidad de Ibarra y Men- 
chacatorre, hija de los Condes de Ibarra.

27 ídem.—Real decreto haciendo mer­
ced de título del Reino, con la denomina­
ción de Conde del Cadagua,á favor de don 
Pedro Careaga de la Quint na, para sí, 
sus hijos y sucesores legítimos.

27 ídem.—Real decreto haciendo mer­
ced de título del Reino, con la denomina­
ción de Conde de Maza, á favor de don 
Leopoldo Sáinz de iá Maza y Gutiérrez 
Solana, para sí, sus hijos y sucesores le­
gítimos.

27 ídem.—Real decreto haciendo mer­
ced durante su vida de la Grandeza de 
España á favor de María del Pilar de 
León y de Gregorio, Marquesa de Squi- 
llace.

31 ídem.—Real decreto haciendo mer­
ced de título dél Reino, con la denomina­
ción de Marqués de MarbaiS, á favor de 
Ú- Al&mso FÓrfez db Gu^pxán y, §snjuán> 
para sí, sus íiÍ|os y- sttoesótéS legítlitips.

í 3 de Febrero.—Mandando expedir, sin
f perjuicio de tercero de mejor derecho, 
í Real cavia, de sucesión  ̂ n el 1ituí'> de 
; Marqués do San Juan de Piedras Albas 

y en la Grandeza de España á él unida, á 
favor de D. Bernardino de Melgar y 
Abrou, Marqués de Benavites, por falle­
cimiento de su tía-abuela, María de 
la Encarnación Belbis y Palafox.

9 idem.—Mandando expedir Real carta 
de sucesión en el título de Conde de Mora 
y en la Grandeza de España á él unida, 
á favor de D. Fernando Mesía y Stiiart, 
por cesión de su tía D.  ̂María "Eugenia 
do Giizmán Palafox Kirkpatriek de Olos- 
buru. Condesa de Teba y otros títulos.

9 ídem.—Concedieddo Real licencia á 
D.  ̂Isabel de la Serna y Retortiilo, hija de 
los Barones de Sacro Lirio, para contraer 
matrimonio con D. José Fernández Ma- 
capinlac. .

18 ídem.—Mandando expedir Real car­
ta de sucesión en el título de Conde de 
Munter, á favor de D. Joaquín de Sentme- 
nat y Patiño, Marqués de Sentmenat, con 
Grandeza de España, por fallecimiento 
de su tío D. Joaquín de Sentmenat y 
Despujol.

18 ídem.—Mandando expedir Real car­
ta de sucesión en el título de Marqués 
de Valde Iñigo, á favor de D. Manuel de 
Micheo y Barbolla, por fallecimiento de 
su padre D. Manuel de Micheo y Díaz de 
Mayorga.

18 ídem.-^-Mandando expedir Real car­
ta de sucesión en el título de Marqués de 
Monte Alto, á favor de D. Alfonso de 
Ahumada y Tuero, por cesión de su pa­
dre D. José de Ahumada y Centurión.

18 ídem. Mandando expedir Real car­
ta de sucesión en los títulos de Conde de 
Slnarcas y Vizconde de Villanova, á fa­
vor de D.  ̂María de la Concepción Ara­
gón Azlor y Hurtado de Zaldívar, por 
fallecimiento de su tío D. Manuel Ara­
gón Azlor y Fernández de Córdoba.

18 ídem.—Mandando expedir Real car­
ta de sucesión en el título de Conde de 
Bagaes, á favor de D. Manuel Losada y 
Sánchez Arjona, por falle, imiento de su 
padre D. Bernardo Losada y Pastor.

18 ídem.—Mandando expedir Real car­
ta de sucesión en el título de Barón de 
Forna á favor de D. Joaquín González de 
la Peña y de la Encina, por fallecimiento 
de su madre D.®- María del Pilar de la En­
cina y Escario.

18 ídem.—Concediendo Real autoriza­
ción á D.  ̂María de Arnedo y Assensi Es- 
crivá de Romani y Company para que, 
conservando el carácter de su proceden­
cia, pueda usar en España el título de 
Barón de Casa Arnedo, que le ha sido 
concedido por Su Santidad Pío X.

22 ídem.—Mandando expedir Real carta 
de sucesión en el título de Conde de Ma- 
ceda y en la Grandeza de España á él uni­
da á favor de D. Baltasar Losada y To­
rres, Conde de San Román, por falleci­
miento de su padre D. Baltasar Losada y 
Miranda.

3 de Marzo.—Mandando expedir Real 
carta de sucesión en el título de Marqués 
del Amparo á favor do D. Manuel Meneos 
y Ezpeieta, por faílecimiento db su padre 
D. Carlos Meneos y Ezpeieta,

9 ídem.—Mandando expedir Real carta 
de sucesión en el título de Conde de 
Pries á favor de D. Fernando Fríes Gross, 
por fallecimiento de su padre D. Adolfo 
Enrique Pries y Scholtz.

9 ídem.—Mandando expedir Real carta 
de sucesión en el título de Marqués de 
los Arcos á favor do D. Luis Martínez dq 
Irujo y Caro, por failecimiejito de gu .pa­
dre D. Garlos MauubI Martines de Irujo y 
del Aleáz^B

9 ídem.-—Mandando expedir Real cart 
de sucesión en el título de Conde de Al 
barre í á favor de D.® María del Pila 
Nieulmt y Erro, por fallecimiento de si 
abuela D."̂  María del Pilar Rivera-Villa 
nueva.

10 ídem.—Mandando expedir Real car 
ta de sucesión en el título de Duque d 
Sotomayor y en la Grandeza de España ¡ 
él unida á favor de D. Pedro Martínez d 
Irujo, Marqués de Casa Irujo, con Gran 
deza de España, por fallecimiento de si 
padre D. Carlos Manuel Martínez de Iru 
jo y del Alcázar.

15 ídem.—Mandando expedir Real caí 
ta de sucesión en los títulos de Marqué 
del Duero con Grandeza de España, Mai 
qués de Revilla, Conde de Cancelada; 
Conde de Lencas á favor de D.^ María de 
Carmen Carvajal y del Alcázar, Duques; 
de Abran tes y de Linares, Marquesa d 
Sardoal, por fallecimiento do su abuel 
D.®* Petra Gutiérrez de la Concha y Tovai

16 ídem.—Mandando expedir Real caí 
ta de sucesión en el título de Marqués d 
Rubalcava á favor de D.* María de l  
Piedad Roca de Togores y Roca dq Togo 
reSí por fallecimiento de su tío D. Joa 
quín Roca de Togores y Pérez do Mees

16 ídem.—Concediendo Real autoriza 
cióh á D. José d^Horschel de Valiefom 
para que, conservando el carácter de si 
procedencia, pueda usar en España el tí 
tulo de Marqués d’Horschel de Vallefonc 
quq le fué concedido por Su Sántidai 
León XIII.

16 ídem.—Concediendo Real autoriza 
ción á D. Francisco Aurich y Piedrahit 
para que, conservando el carácter de si 
procedencia, pueda usar en España el tí 
tulo de Barón dé Bretáuville, que le fu 
concedido por Su Santidad Pío X.

29 ídem.—Mandando expedir Real caí 
ta de sucesión en el título de Marqués d 
Mos y en la Grandeza de España á él uní 
da, á favor de D. Fernando Quiñones d 
León y Elduayen, .Marqués de Valiads 
res, por fallecimiento de su tío D. Ante 
nio Aguilkr y Correa.

29 ídem.--Mandando expedir Real caí 
ta de sucesión en el título de Conde d 
Castel-Blénco, á favor de D. José de Gál 
vez Cañero y de Alzóla.

Madrid, 31 dé Marzo de 1910.
 ------

MINISTEFIO DE LA BUERRA

incidenclaíS de tí, Comisión IJ 
duid^dora del noTeüo Batallé] 
de Filipinas.
Relación nominal de los individuo 

que han pertenecido á este disuelto Batí 
lión, cuyos ajustes han sido terminadoí 
con expresión del alcance que les ha r€ 
suitado por premios, la cual se formul 
con arreglo á la Circular de la Inspecció. 
general do las Comisiones liquidadora 
del Ejército, de 18 de Julio de 1907 {Diari 
Oficial núipero 153).

Soldado, Cayetano Jiménez Gonzále: 
477 pesetas.

Idem, José Martínez Peláez, 75,25. 
Idem, Juan Lacay Pagés, 502,05.
Idem, Vicente Alvarez Díaz, 492,6^ 
Corneta, Jesús Nogueira Pereira, 739,51 
Total, 2.286,50 pesetas.
Zamora, 27 de Diciembre do 1909.=E 

Teniente Coronel Mayor.-»V.” B.”, el Te 
niente Coronel, Jefe accidental, Ruiz.

Relación nominal de los individuo 
que han pertenecido á este disuelto Batfi 
llón, cuyos ajustes fian sidg térmiuadoí
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con expresión del alcance que les ha re­
sultado por premios, la cual se formula 
con arreglo á la Circular de la Inspección 
general de las Comisiones liquidadoras 
del Ejército de 18 do Julio de 1907 {Diario 
Oficial número 158).

Soldado, Damián Jiménez Campos, 
548,05 pesetas.

Idem, Eduardo Galán Caballero, 637,05.
Idem, Enrique Malopeira Creus, 583,45.
Idem, Fernando Miralles Mira, 606,65.
Idem, Gabino Sáez Gutiérrez, 1.052,70.
Idem, José Franco Rodríguez, 888,95.
Idem, Manuel Armengol Ortola, 888,95.
Idem, Marcelino Izábal Armilla, 888,95.
Idem, Prudencio Moresno Lara, 477,85.
Total, 4,872,10 pesetas.
Zamora, 27 de Diciembre de 1909.=E1 

Teniente Coronel Mayor.=V.^ B.°, el Te­
niente Coronel, Jefe accidental, Ruiz.

Madrid, 30 de Marzo de 1910.=E1 Ge­
neral encargado del despacho, Eduardo 
Francés.

 -----
MINISTERIO DE HACIENDA

Bireccién Oeneral de la Beuda 
y Clases Pasivas.

BesuUado de la subasta que, con arreglo al 
pliego de condiciones inserto en la G a c e ­
t a  de 20 del corriente, se ha celebrado en 
este día para la adquisición y amortiza­
ción de Deuda del Tesoro, procedente del 
personal.

PROPOSICIONES PRESENTADAS 
D. Abelardo Flórez y Aguirre,. nomi­

nal, 1.250 pesetas; cambio, 99,90 por 100̂  
PROPOSICIONES ADMITIDAS 

D. Abelardo Flórez y Aguirre, nomi­
nal, 1.250 pesetas; cambio, 9̂ 9,90 por 100; 
efectivo, 1.248,75 pesetas.

Lo que se anuncia para conocimiento 
de los interesados.

Madrid, 81 de Marzo de 1910.==E1 Di­
rector general, Cenón del Alisal.

MINISTERIO DE FOMENTO

Bireccién General de Obras 
Públicas.

Visto el expediente instruido en él Go­
bierno Civil del digno cargo de V. S., á 
instancia de D. Félix Herrero, con objeto 
de sanear y aprovechar una marisma en 
la margen izquierda de la ría del Astille­
ro, y derecha de la ría del Carmen, en el 
término municipal del Astilléro, con des­
tino al cultivo:

Vista la Real orden de 22 de Mayo 
de 1909, por la que fueron transferidos á 
D. Leopoldo Cortines los derechos que 
pudieran corresponder á D. Félix He­
rrero sobre la marisma de referencia, 
que tenía solicitada:

Resultando que dicha marisma es con­
tigua á otra, concedida por Real orden 
de 2 de Mayo de 1894 á D. Tomás Tijero 
y D. Enrique G. Gutiérrez, transferida, 
por Real orden de 8 de Junio de 1904, á 
favor de D. Félix Herrero, y transferida 
nuevamente á favor de D. Leopoldo Cor­
tines, por Real orden de 22 de Mayo 
de 1909:

Resultando que durante el período de 
información pública á que ha estado so­
metida la petición de que ahora se trata, 
sólo se ha presentado una reclamación, 
formTulada por el Ayuntamiento del As­
tillero, que manifiesta que no debe acee- 
derse á lo solicitado Ínterin no se hayan 
construido les desagües de la marisma 
colindante á que antes se ha hecho refe- 
réúéía, paru ^viter loa depóaitoa de in ­

mundicias, en contra de la higiene y sa­
lubridad públicas:

Resultando que la información oficial 
es favorable al otorgamiento de la ain- 
cusión, 8i bien coa algunas i\ striccioUi s, 
perfectamenie atendibles y que tienden á 
evitar la perturbación completa del régi­
men de la ría, y que en las cláusulas 
propuestas para aquélla se atienda la re­
clamación indicada:

Resultando que los Departamentos de 
Marina y Guerra han manifestado su con­
formidad con la concesión, por Reales 
órdenes de 16 de Septiembre y 2 de Di­
ciembre de 1909, respectivamente:

Considerando que, por lo expuesto, no 
se ve inconveniente alguno para que sea 
otorgada la concesión solicitada;

De conformidad con lo propuesto por 
esta Dirección General,

S. M. el Rey (q. D. g.) ha tenido á bien 
disponer que se otorgue la concesión 
de referencia, con las condiciones si­
guientes:

1.®- Las obras se llevarán á cabo con 
arreglo al proyecto presentado por el pe­
ticionario, suscrito en Bilbao el 28 de Fe­
brero de 1905, sin que puedan introdu­
cirse en él más modificaciones que las 
puramente de.detalle y que no afecten á 
la esencia del mismo, y aquellas que se 
le impongan en las presentes condi­
ciones; •

2.  ̂ Al hacer el replanteo se fijará 
para traza del malecón ó dique de cerra­
miento en todo el frente paraleló á la ría, 
la del replanteo aprobado correspon­
diente á la marisma transferida al peti­
cionario por Real orden de 3 de Junio 
de 1904. Esta traza se modificará, á partir 
del «Regato del Almacén», de manera que 
el malecón ó dique de cerramiento quede 
armonizado con el proyectado á conti­
nuación para sanear el trozo de playa 
que el mismo peticionaiio tiene solicita­
do al Sur de esta marisma, á fin de que 
el enlace de estos diques formen una lí­
nea seguida de encauzamieiito, sin reta­
llos ni salientes. Asimismo queda obli­
gado el concesionario á subsanar todas 
las deficiencias del proyecto que por la 
Jefatura de Obras se le señalen al veri­
ficar el replanteo de las obras;

3.* Las obras de cerramiento de la 
marisma deberán dar principio dentro 
del plazo de seis meses, á contár de la 
fecha en que se publique la concesión en 
la G a c e t a  d e  M a d r id ,  y quedarán termi­
nadas en el de dos años, á contar de la 
misma fecha;

4.^ En el plazo de tres meses, conta­
dos á partir de la referida fecha, deberá 
el concesionario acreditar ante la Jefa­
tura de Obras Públicas de la provincia, 
presentando la oportuna carta de pago, 
haber depositado en la Caja General de 
Depósitos, ó en su Sucursal de Santan­
der, la cantidad de 8.842,44 pesetas, en 
calida i de fianza, á disposición de la Di-

I rección General de Obras Públicas, para 
' responder del cumplimiento de estas con­

diciones, la cual le será devuelta al con­
cesionario después que haya cumplido 
la condición 6.̂

5.  ̂ Antes de dar principio á los tra­
bajos avisará el concesionario al Inge­
niero Jefe de Obras Públicas para que 
éste ó el facultativo en quien delegue, 
proceda al replanteo de las obras de ce- 
rraitiiento de la marisma y al deslinde 
de ésta con los terrenos inmediatos. De 
esta operación se levantará acta por tri­
plicado, acompañada de su plano corres­
pondiente, uno de cuyos ejemplares se

¡ elevará á la aprobación de la Superiori- 
I dad, y una vez recaída esta aprobación, 
í 0̂ 0Qtremará otfo ejemplfir cpnpeiiO’

nario, archivándose el tercero en la Je ­
fatura de Obras Públicas;

6.̂  Una vez terminadas las obras, el 
Cí̂ n esíon:;rio avi. a.rá al Inge niero Ji>fe 
paiM qu : ésto ó e;. fa.c.iltatiro qa-.- U; r\?■ 
presente, proceda á reconocerlas, y ŝi del 
reconocimiento resultase que habían sido 
ejecutadas con arreglo al proyecto y pla­
no de replanteo aprobados, habiéndose 
cumplido además lo que se previene en 
estas condiciones, se hará constar así en 
un acta, que se extenderá por triplicado, 
y á cuyos ejemplares se les daiá el mis­
mo destino que el señalado para los del 
acta del replanteo. Una vez aprobada 
esta acta, procederá la devolución de la 
fianza de que trata la condición 4.*";

7.*̂  Será obligación del concesionario 
conservar tedas las obras en buen esta­
do, de modo que satisfagan siempre cum­
plidamente al objeto para que han sido 
construidas;

8.* La inspección de las obras estaiá 
á cargo de la Jefatura de Obras Públi­
cas, siendo de cuenta del concesionario 
todos los gastos que ocasione dicha ins­
pección, así como los de replanteo y re­
conocimiento final, con arreglo á las dis­
posiciones vigentes en la materia;

9.®' La concesión de esta marisma se 
considera como ampliación de la conce-, 
dida á los Sres. D. Tomás Tejero y D. En­
rique G. Colomer, y transferida á favor 
del peticionario D. Félix Herrero por 
Real orden de 8 de Junio de 1904, y de­
biendo ambas ser dedicadas al cultivo, 
se otorga esta concesión con la condición 
de que habrá de empezarse la explotación 
agrícola tan pronto como queden termi­
nadas las obras de saneamiento, que­
dando obligado el concesionario á hacer 
en la superficie total de las dos marismas 
concedidas los trabajos y labores nece­
sarias para que la quinta parte de la ci­
tada superficie de estas maiismas queie 
cultivada en cada año, de modo que al 
cabo de cinco años se haga en la super­
ficie total de las dos marismas la explo­
tación agrícola para que han sido conce­
didas, no pudiendo entrar en posesión 
plena de estos terrenos hasta no haber 
dado cumplimiento á esta condición;

10. Esta concesión se hace á perpe­
tuidad, salvo el derecho de propiedad y 
sin perjuicio de tercero, quedando la su­
perficie concedida suj'eta á las Servidum­
bres de salvamento y vigilancia litoral 
establecida en la ley de Puertos;

11. La concesión de que se trata que­
da sujeta, por lo que se refiere á la cons­
trucción de las obras, al cumplimiento 
de lo prevenido en el Real decreto de 20 
de Junio de 1902, acerca de los contratos 
del trabajo; y

12. La falta de cumplimiento de cual­
quiera de las condiciones anteriores, será 
causa bastante para declarar la caduci­
dad de esta concesión, así como la de la 
marisma transferida por la citada Reai 
orden de 8 de Junio de 1904, en el caso 
de ponerla en cultivo en los plazos seña­
lados en la condición 9.% y una vez de­
clarada la caducidad, se procederá, con 
arreglo á lo prevenido en la ley generai 
de Obras Públicas de 18 de Abril de 1877 
y en el Reglamento para su ejecución do 
6 de Julio del mismo año.

Lo que de Real orden, comunicada por 
el Exorno, señor Ministro, digo á V. S. 
para su conócimiento y efectos consi­
guientes, y para que se sirva trasladarlo 
al concesionario D. Leopoldo Cortines. 
Dios guarde á V. S. muchos años. Ma­
drid, 22 de Marzo do 1910.=E1 Director 
general: P. O., José Llovera.
Seiior Gobernador dvil deln provincia 
' déSanfanderi
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Habiéndose omitido en la Real orden 
de 19 de Febrero próximo pasado, por la 
que se aprobó el presupuesto de 57.595 
peseías 81 céntimos, que comprende la 
conservación ordinaria y extraordinaria 
del puerto de Vinaroz, durante el co­
rriente año, hacer constar que se autori­
zaba la ejecución de las obras por el 
sistema de administración como cons­
tantemente viene autorizándose para di­
cho servicio,

S. M. el Rey (q. D. g.), de acuerdo con 
lo propuesto por esta Dirección General, 
se ha servido disponer: Que se autorice 
la ejecución por administración, del ex­
presado servicio.

Lo que de Real orden, comunicada por 
él Excelentísimo señor Ministro de Fo­
mento, digo á V. S. para su conocimien­
to y efectos consiguientes. Dios guarde 
á V. S. muchos años. Madrid, 22 de Marzo 
de 1910.=E1 Director general, P. O., José 
Llovera.
Señor Ingeniero Jefe de Obras Públicas 

de la provincia de Castellón.

SEÑALES MARÍTIMAS

Vista la propuesta formulada por V. S. 
relativa á la adquisición y montaje de 
un aparato provisional de destellos-fe- 
lámpa » os del tipo denominado Universal, 
motivada por estar actualmente en ser­
vicio los tres aparatos de esta clase, ad­
quiridos por el Servicio Central de Se­
ñales Marítimas, de los que no se podrá 
disponer en un plazo aproximado de dos 
á tres años, y ser de absoluta necesidad 
tener siempre uno de repuesto montado 
en almacén, para atender á las eventua­
lidades que puedan ocurrir, circunstan­
cia que ha permitido el rápido montaje 
del faro provisional instalado en Tres 
Forcas:

Considerando perfectamente justifica­
das las razones alegadas en pro de la 
mencionada adquisición:

Considerando que el único sistema 
admisible para realizarla es el de Admi­
nistración, puesto que la única casa que 
hasta ahora construye esta clase de apa­
ratos, es la sociedad Barbier, Benard y 
Turenne, de París:

De conformidad con lo propuesto por 
esta Dirección General,

S. M. el Rey (q. D. g.) ha tenido á bien 
disponer:

Que se apruebe el proyecto de adquisi­
ción y montaje de un aparato provisio­
nal de destellos-relámpagos del tipo de­
nominado Universal, por su importe de 
16 759 pesetas 78 céntimos, autorizándose 
á la Jefatura del digno cargo de V. S. 
para su compra sin las formalidades de 
oncurso, encargándolo á los constructo- 

ces Barbier, Benard y Turenne, de París, 
y abonándose con'cargo al concepto ter­
cero, artículo 2.^ capítulo 13 del presu­
puesto vigente do Fomento.

De Real orden, comunicada por el Ex­
celentísimo señor Ministro* lo digo á V, S. 
para su conocimiento y efectos consi­
guientes. Dios guarde á V. S. xnuchos 
años. Madrid, 22 de Marzo de 1910.=E1 
Director general, P. O., José Llovera. 
Señor Ingeniero Jefe del Servicio Cen­

tral de Señales Marítimas.

Visto el presupuesto reformado para la 
adquisición é instalación de un motor de 
petróleo para el faro eléctrico de Cabo 
Villano:

Resultando que su redacción está mo­
tivada:

1.® Por la necesidad de incluir en di­
cho presupuesto la partida correspon­
diente á indemnizaciones, que ha ascen­
dido á 346 pesetas, en cumplimiento de 
lo dispuesto en la Real orden de 6 de 
Abril del pasado año; y

2.*̂  A la necesidad de reponer la placa 
de mármol del cuadro de distribución, 
que debió destrozarse al ser descargada 
en Camariñas:

Resultando perfectamente justificadas 
las causas que han motivado la redac­
ción del expresado presupuesto:

De conformidad con lo propuesto por 
esta Dirección General,

S. M. el Rey (q. D. g.) ha tenido á bien 
disponer:

Que se apruebe el mencionado presu­
puesto por su importe de 17.394 pesetas 
5C céntimos, que produce sobre el primi­
tivo un adicional de 954 pesetas 50 cén­
timos, .

De Real orden, comunicada por el Ex­
celentísimo señor Ministro, lo digo á V. S. 
para su conocimiento y efectos consi­
guientes. Dios guarde á V. S. muchos 
años. Madrid, 22 de Marzo de 1910. =  El 
Director general, P. O., José Llovera. 
Señor Ingeniero Jefe del Servicio Cen­

tral de Señales Marítimas.

Visto el presupuesto de los gastos de 
servicio y conservación del faro eléctrico 
de Cabo Villano durante el año Corriente 
de 1910:

Vistos los informes enjitidos respecto 
de él por la Jefatura del digno cargo 
de V. S. y por la del Servicio Central de 
Señales Marítimas:

Resultando que dicho presupuesto está 
bien estudiado y que todas sus partidas 
están debidamente justificadas: 

Considerando que dada la índole del 
servicio á que afecta sólo es admisible 
para su ejecución el sistema de adminis­
tración:

Considerando que es de verdadera ne­
cesidad que se redacte el presupuesto 
de reparación de la torre, pararraycs, 
alumbrado interior, etc.:

De conformidad con los informes emi­
tidos y con lo propuesto por esta Direc­
ción General,

S. M. el Rey (q. D. g.) ha tenido á bien 
disponer:

1.® Que se apruebe el referido presu­
puesto por su importe de ejecución del 
servicio, por el sistema de administración 
que se autoriza, de 6.018 pesetas 84 cén­
timos; y

2.  ̂ Que se autorice á la Jefatura del 
digno cargo de V. S. para que redacte el 
presupuesto de reparación de la torre, 
pararrayos, etc., á que alude en la Memo­
ria del proyecto.

Lo que de Real orden, comunicada por 
el Excmo. señor Ministro, digo á V. S. 
para su conocimiento y efectos con­
siguientes. Dios guarde á V. S. muchos 
años. Madrid, 22 de Marzo de 1910*.=E1 
Director general, P. O., José Llovera. 
Señor Ingeniero Jefe de Obras Públicas 

de la provincia de la Coruña.
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